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 No se accede a la solicitud de nulidad planteada por la parte 

actora, en principio, porque la misma no fue alegada en oportunidad 

legal, siendo convalidada, dado que la citada ha venido actuando y 

solicitando el impulso del proceso, pese a que ya había transcurrido el 

tiempo en que funda su petitum. 

 

De otra parte, porque conforme a los últimos pronunciamientos de 

la Corte Constitucional y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, prima la sustancialidad de las garantías de quienes 

reclaman ante la jurisdicción su amparo, sobre las formalidades de las 

reglas procesales aplicables para la instrucción y materialización de 

estas. 

 

Explicó la primera de las corporaciones citadas: 

 
“[L]a Sala concluye que la circunstancia de que la nulidad de las 
actuaciones procesales que se surten con posterioridad a la pérdida 
automática de la competencia sea automática, entorpece no solo el 
desarrollo de los trámites que surten en la administración de justicia, sino 
también el funcionamiento del sistema judicial como tal, por las siguientes 
razones: (i) primero, remueve los dispositivos diseñados específicamente 
por el legislador para promover la celeridad en la justicia, como la 
posibilidad de sanear las irregularidades en cada etapa procesal, la 
prohibición de alegarlas extemporáneamente, la facultad para subsanar 
vicios cuando al acto cumple su finalidad y no contraviene el derecho de 
defensa, y la convalidación de las actuaciones anteriores a la declaración 
de la falta de competencia o de jurisdicción; (ii) segundo, el efecto jurídico 
directo de la figura es la dilación del proceso, pues abre nuevos debates 



sobre la validez de las actuaciones extemporáneas que deben sortearse en 
otros estrados, incluso en el escenario de la acción de tutela, las 
actuaciones declaradas nulas deben repetirse, incluso si se adelantaron sin 
ninguna irregularidad, y se debe reasignar el caso a otro operador de 
justicia que tiene su propia carga de trabajo y que no está sometido a la 
amenaza de la pérdida de la competencia; (iii) tercero, la norma genera 
diversos traumatismos al sistema judicial, por la aparición de nuevos 
debates y controversias asociadas a la nulidad, el traslado permanente de 
expedientes y procesos entre los despachos homólogos, la configuración 
de conflictos negativos de competencia, la duplicación y repetición de 
actuaciones procesales, y la alteración de la lógica a partir de la cual 
distribuyen las cargas entre las unidades jurisdiccionales; (iv) finalmente, el 
instrumento elegido por el legislador para persuadir a los operadores de 
justicia de fallar oportunamente para evitar las drásticas consecuencias 
establecidas en el artículo 121 del CGP, carece de la idoneidad para la 
consecución de este objetivo, pues la observancia de los términos depende 
no solo de la diligencia de los operadores de justicia, sino también de la 
organización y el funcionamiento del sistema judicial, y del devenir propio 
de los procesos, frentes estos que no son controlables por los jueces… 

 

La existencia de un plazo inexorable, tras el cual todas las actuaciones 
adelantadas por el juez que pierde la competencia se entienden nulas de 
pleno derecho, de suerte que deben ser repetidas por un nuevo operador 
de justicia, tampoco favorece los derechos de las partes… 

 

Por último, y tal como lo pusieron en evidencia algunos intervinientes, la 
medida ha favorecido maniobras que podrían comprometer la lealtad 
procesal, como aquella, al parecer recurrente, de guardar silencio cuando 
vence el plazo legal, y únicamente alegar la nulidad cuando el juez 
mantiene el conocimiento del asunto y falla de manera adversa a una de 
las partes.  

 

Así las cosas, la Corte coincide con los planteamientos que se han vertido 
por fuera de este proceso, en el sentido de que ‘la norma sufre deficiencias 
desde su propia concepción, puesto que parece no haber previsto los 
efectos del traslado del proceso de un despacho a otro; situación que se 
torna particularmente riesgosa si se tiene en cuenta que el respeto del 
principio de inmediación resulta fundamental para el adecuado 
funcionamiento de un sistema procesal oral. También se resalta que la 
norma no contiene ninguna previsión frente a la eventualidad de que el 
funcionario al que le es remitido el expediente, no falle dentro de los seis 
meses posteriores a su recepción, vacío frente al cual podrían surgir dos 
interpretaciones: a) no procede ninguna sanción, en virtud del principio de 
legalidad; o b) vuelve a ser aplicable la remisión del expediente al siguiente 
juez o magistrado que sigue en turno a quien pierde competencia. Ambas 
posibilidades son indeseables, puesto que no solucionan la dilación en el 
trámite del proceso; el cual, de hecho, podría llegar a tener una duración 
indefinida. Por último, se considera que esta medida puede afectar a 
aquellos despachos que registren un buen rendimiento, al desequilibrar sus 
cargas (v.gr. en el caso en que un juzgado que registre altos egresos reciba 
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múltiples casos por el bajo rendimiento de sus pares). Esta disposición es, 
pues, incompatible con la naturaleza y los objetivos del CPA (Art. 121 del 
Código General del Proceso)”1. 

 

Y es que el motivo de invalidación intimado, conforme lo expuso 

la Corte Supreme de Justicia en providencia de 9 jun. 2021, “no es de 

aquellos insubsanables, como así lo determinó la Corte Constitucional 

en la sentencia C-443 de 25 de septiembre de 2019, al declarar la 

exequibilidad condicionada del inciso sexto de la citada norma salvo la 

expresión ‘de pleno derecho’, precisando que la irregularidad procesal 

allí establecida «debe ser alegada antes de proferirse la sentencia» y 

«es saneable en los términos del artículo 132 y subsiguientes del 

Código General del Proceso”. 

 

NOTIFÍQUESE (2),  

 
Mo. 

 
 

 

      

 
 

 

 
1 Corte Constitucional, sentencia C-443 de 2019. 


